
RamÃ³n Campderrich Bravo

LeviatÃ¡n nos mira
Comentario crÃtico de la ley orgÃ¡nica 4/2015 de protecciÃ³n de la
seguridad ciudadana

Â«WAR IS PEACE

FREEDOMÂ  IS SLAVERY

IGNORANCE IS STRENGTHÂ»,

(Lema en Â«neolenguaÂ» del partido Ãºnico gobernante en OceanÃa)

George Orwell, Nineteen Eighty-Four
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Este 1 de julio entra en vigor la ley orgÃ¡nica 4/2015 de protecciÃ³n de la seguridad ciudadana.
Junto a las leyes orgÃ¡nicas 1/2015 y 2/2015, que reformaron el CÃ³digo Penal en marzo, la ley
sobre seguridad ciudadana constituye la pieza clave de la nueva regulaciÃ³n del ius puniendi del
estado, es decir, de su poder represivo. El objetivo de la redacciÃ³n de estas tres leyes es
proporcionar cobertura legal a una intensificaciÃ³n del ejercicio de la coerciÃ³n estatal para
combatir la eventualidad de un incremento del malestar sociopolÃtico y criminalizar la
marginaciÃ³n social generada por un modelo de bÃºsqueda del crecimiento econÃ³mico que
prioriza el enriquecimiento de unos pocos en detrimento del bienestar de la mayorÃa y ofrece
magnÃficas oportunidades para la proliferaciÃ³n de toda clase de mafias.

Como es sabido, el ius puniendi del estado, al menos en Europa continental, se halla dividido
desde la perspectiva jurÃdica en dos grandes Ã¡reas o sectores. Por un lado, el derecho penal,
supuestamente consagrado a la regulaciÃ³n del castigo de los actos antisociales juzgados mÃ¡s
perniciosos en una sociedad por amenazar o daÃ±ar sus bienes mÃ¡s preciados, y, por otro lado,
el derecho administrativo sancionador, cuyo objeto es la sanciÃ³n de comportamientos
antisociales estimados menos dramÃ¡ticos que los contemplados por el derecho penal o para los
cuales se considera que los castigos previstos por Ã©ste son excesivos, contraproducentes o
ineficaces. El castigo por excelencia propio del derecho penal contemporÃ¡neo â€“aunque no el
Ãºnico, ni mucho menos- es la privaciÃ³n de libertad (la pena de prisiÃ³n), mientras que la
sanciÃ³n administrativa modÃ©lica (pero tampoco la Ãºnica, por supuesto) es la multa. La
imposiciÃ³n de los castigos penales, en un estado de derecho, corresponde en exclusiva a jueces
independientes. La de las sanciones administrativas a la AdministraciÃ³n, sin perjuicio de que
quien es sancionado recurra a los tribunales para que Ã©stos valoren la legalidad de la
imposiciÃ³n de la sanciÃ³n. Por ello, en un estado de derecho, la sanciÃ³n administrativa jamÃ¡s
deberÃa consistir en la privaciÃ³n de libertad o prisiÃ³n (lo cual hoy en dÃa no ha impedido la
existencia en la prÃ¡ctica real y en las leyes de sanciones administrativas consistentes en la
privaciÃ³n de libertad enmascaradas bajo la apariencia de medidas administrativas para el
aseguramiento de la expulsiÃ³n del paÃs o el buen curso de una investigaciÃ³n policial, como son
los casos de la reclusiÃ³n de inmigrantes ‘sin papeles’ en centros de internamiento [1] o las



detenciones administrativas por tiempo indefinido sin apenas control judicial, estas Ãºltimas sobre
todo en los paÃses anglosajones) [2].

El derecho administrativo sancionador se ocupa de multitud de cuestiones, siendo un instrumento
imprescindible para la acciÃ³n del estado a la hora de implementar las polÃticas pÃºblicas:
piÃ©nsese en las multas de trÃ¡fico, en las urbanÃsticas, en las relativas al maltrato de animales
o en las impuestas a las industrias contaminantes. Una de las Ã¡reas tradicionalmente mÃ¡s
significativas para el derecho administrativo sancionador, y tambiÃ©n mÃ¡s polÃ©micas desde
los puntos de vista polÃtico y jurÃdico-constitucional, ha sido la protecciÃ³n de la llamada
‘seguridad pÃºblica’, denominada en la ley ‘seguridad ciudadana’, y conocida igualmente con la
expresiÃ³n ‘orden pÃºblico’ (en sentido restringido). La precisiÃ³n del significado exacto de estas
expresiones es una tarea inÃºtil, no sÃ³lo por dificultades semÃ¡nticas insalvables, sino, sobre
todo, por la voluntad de los gobernantes de mantener en un estado de permanente indefiniciÃ³n
estas cosas tan estrechamente relacionadas con las conveniencias polÃtico-represivas
coyunturales. Con todo, se podrÃa definir la funciÃ³n estatal de tutela de la ‘seguridad pÃºblica’ o
‘ciudadana’ ajustada a las reglas de un estado de derecho en los siguientes tÃ©rminos:
protecciÃ³n de personas y bienes, individuales y colectivos, conforme a los principios
constitucionales atendiendo en especial a la salvaguarda de los derechos fundamentales frente a
acciones violentas, situaciones de peligro verificables de carÃ¡cter inminente o manifiesto o
calamidades pÃºblicas. DifÃcil ser mÃ¡s preciso, siempre y cuando, claro estÃ¡, partamos de la
hipÃ³tesis de que la idea de ‘seguridad pÃºblica’ merece ser conservada.

La ley orgÃ¡nica 4/2015 se presenta como la regulaciÃ³n definitiva de esta funciÃ³n estatal de
tutela de la ‘seguridad pÃºblica’ en el Ã¡mbito del derecho administrativo sancionador. Su
preÃ¡mbulo y la sistematizaciÃ³n de sus contenidos pretenden proporcionar una imagen de
impecabilidad jurÃdico-constitucional. El legislador hace profesiÃ³n de fe de la jurisprudencia y la
doctrina constitucionales defensoras de la adaptaciÃ³n, con ciertos matices, de los principios
garantistas del derecho penal y procesal penal al derecho administrativo sancionador hasta el
extremo de parecer pedante [3]. Se trata de una actitud sumamente hipÃ³crita. La ley orgÃ¡nica
4/2015 es un lobo disfrazado con piel de cordero, al igual que el gobierno del PP es mÃ¡s bien un
Saturno goyesco, entre neoconservador y neoliberal, revestido de beaterÃa constitucionalista. El
lobo no hace pleno acto de presencia en el escenario de la ley hasta que llegamos a su listado de
infracciones y sanciones, aunque ya su disfraz corderil empieza a deshacerse al mantener las
disposiciones de la anterior ley para la protecciÃ³n de seguridad ciudadana, o ley ‘Corcuera’, en
los asuntos de la entrada en domicilio sin previa autorizaciÃ³n judicial mÃ¡s allÃ¡ de lo permitido
por la ley de enjuiciamiento criminal [4] y la ‘retenciÃ³n’ o mantenimiento en las dependencias
policiales de las personas que no puedan ser identificadas in situ por la policÃa, o se nieguen a
hacerlo, â€œa los solos efectos de su identificaciÃ³nâ€• [5].

La amplitud del listado de infracciones es impresionante. Muchas actividades que deberÃan ser
tratadas en exclusiva como ilÃcitos civiles (esto es, dar lugar sÃ³lo a responsabilidad civil
patrimonial por los daÃ±os, en su caso, ocasionados y en modo alguno a sanciones
administrativas o penales) son incluidas en dicho listado. Otras muchas actividades que no
debieran ser sancionadas podrÃan llegar a serlo, si al gobierno le resulta conveniente u opta por
ello, dada la vaguedad del texto de la ley, mal inherente a la legislaciÃ³n sobre orden pÃºblico no
sÃ³lo quizÃ¡s inevitable sino perseguido adrede con ahÃnco por los gobernantes, como ya se ha
venido a seÃ±alar antes. No es necesario extenderse mucho en el comentario de la ley para



denunciarla, basta con transcribir aquÃ la larga relaciÃ³n de nuevas infracciones o de aquellas
infracciones que estando ya previstas en la ley ‘Corcuera’ ‘ascienden’ de categorÃa [6]; la ley, en
efecto, habla por sÃ sola (me excuso por la gran extensiÃ³n de la cita): â€œreuniones o
manifestaciones no comunicadas o prohibidas en infraestructuras o instalaciones en las que se
prestan servicios bÃ¡sicos para la comunidad o en sus inmediaciones, asÃ como la intrusiÃ³n en
los recintos de Ã©stas, incluido su sobrevuelo, cuando en cualquiera de estos supuestos se haya
generado un riesgo para la vida o la integridad fÃsica de las personasâ€• (pasa automÃ¡ticamente
de grave en la anterior legislaciÃ³n a muy grave en la actual; si no se dan las circunstancias
especiales previstas en el precepto, la celebraciÃ³n de reuniones o manifestaciones no
comunicadas o prohibidas serÃ¡ ‘simplemente’ grave); â€œla perturbaciÃ³n de la seguridad
ciudadana en actos pÃºblicos, espectÃ¡culos deportivos o culturales, solemnidades y oficios
religiosos u otras reuniones a las que asistan numerosas personas, cuando no sean constitutivas
de infracciÃ³n penalâ€• (nueva respecto a la ley anterior); â€œla perturbaciÃ³n grave de la
seguridad ciudadana que se produzca con ocasiÃ³n de reuniones o manifestaciones frente a las
sedes del Congreso de los Diputados, el Senado y las asambleas legislativas de las comunidades
autÃ³nomas, aunque no estuvieran reunidas, cuando no constituya infracciÃ³n penalâ€• (nueva);
â€œcausar desÃ³rdenes en las vÃas, espacios o establecimientos pÃºblicos, u obstaculizar la vÃ
a pÃºblica con mobiliario urbano, vehÃculos, contenedores, neumÃ¡ticos u otros objetos, cuando
en ambos casos se ocasione una alteraciÃ³n grave de la seguridad ciudadanaâ€• (elevaciÃ³n de
leve a grave); â€œlos actos de obstrucciÃ³n que pretendan impedir a cualquier autoridad,
empleado pÃºblico o corporaciÃ³n oficial el ejercicio legÃtimo de sus funciones, el cumplimiento o
la ejecuciÃ³n de acuerdos o resoluciones administrativas o judiciales, siempre que se produzcan
al margen de los procedimientos legalmente establecidos y no sean constitutivos deÂ  delitoâ€•
(nueva) [7]; â€œla desobediencia o resistencia a la autoridad o a sus agentes en el ejercicio de
sus funciones, cuando no sean constitutivas de delito, asÃ como la negativa a identificarse a
requerimiento de la autoridad o sus agentes o la alegaciÃ³n de datos falsos o inexactos en los
procesos de identificaciÃ³nâ€• (elevaciÃ³n de leve a grave); â€œla intrusiÃ³n en infraestructuras o
instalaciones en las que se presten servicios bÃ¡sicos para la comunidad, incluyendo su
sobrevuelo, cuando se haya producido una interferencia grave en su funcionamientoâ€• (nueva) [8]
; â€œla falta de colaboraciÃ³n con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en la (â€¦) prevenciÃ³n
de acciones que puedan poner en riesgo la seguridad ciudadana (â€¦)â€• (nueva); â€œel traslado
de personas, en cualquier tipo de vehÃculo, con el objeto de facilitar a estas el acceso a drogas
tÃ³xicas, estupefacientes o sustancias psicotrÃ³picas, siempre que no constituya delitoâ€• (nueva);
â€œla ejecuciÃ³n de actos de plantaciÃ³n y cultivo ilÃcito de drogas tÃ³xicas, estupefacientes o
sustancias psicotrÃ³picas en lugares visibles al pÃºblico, cuando no sean constitutivos de
infracciÃ³n penalâ€• (nueva); â€œel uso no autorizado de imÃ¡genes (â€¦) de autoridades o
miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que pueda poner en peligro la seguridad de
(â€¦) instalaciones protegidas o en riesgo el Ã©xito de una operaciÃ³n, con respeto al derecho
fundamental a la informaciÃ³nâ€• (nueva) [9]; â€œlas faltas de respeto y consideraciÃ³n cuyo
destinatario sea un miembro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el ejercicio de sus
funciones de protecciÃ³n de la seguridad, cuando estas conductas no sean constitutivas de
infracciÃ³n penalâ€• (nueva) [10]; â€œla realizaciÃ³n o incitaciÃ³n a la realizaciÃ³n de actos que
atenten contra la libertad e indemnidad sexual, o ejecutar actos de exhibiciÃ³n obscena, cuando
no constituya infracciÃ³n penalâ€• (nueva) [11]; â€œla ocupaciÃ³n de cualquier inmueble, vivienda
o edificio ajenos, o la permanencia en ellos, en ambos casos contra la voluntad de su propietario,
arrendatario o titular de otro derecho sobre el mismo, cuando no sean constitutivas de delitoâ€•
(nueva) [12]; â€œ(â€¦) la omisiÃ³n negligente de la denuncia de su sustracciÃ³n o extravÃoâ€•



(del DNI o pasaporte; nueva) [13]; â€œla negligencia en la custodia y conservaciÃ³n de la
documentaciÃ³n legal exigida, considerÃ¡ndose como tal la tercera y posteriores pÃ©rdidas o
extravÃos en el plazo de un aÃ±oâ€• (nueva) [14]; â€œel consumo de bebidas alcohÃ³licas en
lugares, vÃas, establecimientos o transportes pÃºblicos cuando perturbe gravemente la
tranquilidad ciudadanaâ€• (nueva). AdemÃ¡s de todas estas infracciones, se debe destacar que no
sÃ³lo solicitar o aceptar â€œservicios sexuales remunerados en zonas de trÃ¡nsito pÃºblico en
las proximidades de lugares destinados a su uso por menores (â€¦) o cuando estas conductas,
por el lugar en que se realicen, puedan generar un riesgo para la seguridad vialâ€• es una
infracciÃ³n administrativa (grave), sino tambiÃ©n ofrecerlos si, tras ser advertidos por la
autoridad, se persiste en hacerlo.

Tras la larga lista de infracciones, la enumeraciÃ³n de las sanciones administrativas, es decir,
multas en lo fundamental, nos confirma que a estas alturas de la ley el lobo ha decidido ya
prescindir de su piel de cordero, a pesar de que subsisten todavÃa ciertos disimulos, como una
mejora en la gradaciÃ³n de la cuantÃa de las multas de acuerdo con el principio de
proporcionalidad. Es verdad, como dice el legislador en el preÃ¡mbulo, que la cuantÃa de las
multas segÃºn estas sean muy graves, graves o leves no varÃa respecto a la ley anterior, pero
puesto que muchas de las infracciones hasta ahora graves o leves pasarÃ¡n a ser,
respectivamente, muy graves o graves, se producirÃ¡ un efecto general de aumento de la cuantÃ
a de las multas, o sea, de agravaciÃ³n de las sanciones [15]. TambiÃ©n prevÃ© la ley una
medida sin precedentes en la EspaÃ±a constitucional que puede ser el primer paso para la
formaciÃ³n de listas negras oficiales de alborotadores e indeseables polÃtico-sociales y para
normalizar la idea de reincidencia en el derecho administrativo sancionador del orden pÃºblico: un
â€œregistro central de infracciones contra la seguridad ciudadanaâ€•, donde el estado anotarÃ¡
los datos personales de los infractores. Por lo demÃ¡s, la nueva ley mantiene la previsiÃ³n de la
ley ‘Corcuera’ conforme a la cual los promotores u organizadores de las reuniones o
manifestaciones son considerados responsables de las infracciones administrativas en relaciÃ³n
con las mismas, o con ocasiÃ³n de ellas. AdviÃ©rtase que la nociÃ³n de promotores u
organizadores de la ley orgÃ¡nica 4/2015 es muy vaga, pues esta ley considera como tales a
quienes â€œaun no habiendo suscrito o presentado la comunicaciÃ³n [de que se pretende
celebrar una reuniÃ³n o manifestaciÃ³n en lugar de trÃ¡nsito pÃºblico] (â€¦) de hecho las presidan,
dirijan o ejerzan actos semejantes, o quienes por publicaciones o declaraciones de convocatoria
de las mismas, por las manifestaciones orales o escritas que en ellas se difundan, por los lemas,
banderas u otros signos que ostenten o por cualesquiera otros hechos pueda determinarse
razonablemente que son directores de aquellasâ€•. En fin, segÃºn este texto, cualquiera con un
fuerte compromiso polÃtico o social podrÃ¡ encontrarse tal vez a partir del 1 julio con la
desagradable sorpresa de recibir una notificaciÃ³n de la AdministraciÃ³n en la cual se le
comunica que se le ha abierto un expediente sancionador en relaciÃ³n con una manifestaciÃ³n o
reuniÃ³n malhadada en cuya existencia o transcurso ni siquiera habÃa reparado. Puede que el
procedimiento sancionador no prospere o que la sanciÃ³n sea anulada por los tribunales (el
sorprendido por la notificaciÃ³n invocarÃ¡ en ambos casos el â€œdeterminarse razonablemente
que puedan ser directores de aquellasâ€•) pero ya le habrÃ¡n metido el miedo en el cuerpo,
amÃ©n de los gastos y molestias ocasionadas por el procedimiento administrativo o el posterior
proceso judicial.

No se tendrÃa una panorÃ¡mica adecuada de los oprobios de la ley analizada, si no se hiciera
aquÃ una referencia a la disposiciÃ³n mÃ¡s cruel y mezquina de la misma, alevosamente



introducida mediante una â€œdisposiciÃ³n adicional dÃ©cimaâ€•, titulada de forma asÃ©ptica
â€œrÃ©gimen especial de Ceuta y Melillaâ€• quizÃ¡s con la vana esperanza de que pudiera pasar
desapercibida para la opiniÃ³n pÃºblica. Esta disposiciÃ³n busca legalizar la expulsiones al
territorio marroquÃ ‘en caliente’, o, mÃ¡s bien, lanzamientos forzosos sin trÃ¡mite ni proceso
alguno, de los extranjeros detectados tratando de saltar las vallas o muros del lado espaÃ±ol de
la frontera de Ceuta y Melilla (denominados en la ley con el eufemismo â€œelementos de
contenciÃ³n fronterizosâ€•). El pÃºdico velo del apartado segundo de la disposiciÃ³n (â€œen todo
caso, el rechazo se realizarÃ¡ respetando la normativa internacional de derechos humanos y de
protecciÃ³n internacional de la que EspaÃ±a es parteâ€•) no logra ocultar la subrepticia intenciÃ³n
del legislador; al contrario, aÃ±ade a la ignominia el escarnio.Â Â 

Por increÃble que parezca podrÃa ser que el inmisericorde neoliberalismo imperante nos salve
de la inicua ley para la protecciÃ³n de la seguridad ciudadana a punto de entrar en vigor, al
establecer la disposiciÃ³n adicional sÃ©ptima, en aplicaciÃ³n del artÃculo 135 de la constituciÃ³n
espaÃ±ola, que â€œlas medidas contempladas en esta Ley no generarÃ¡n incremento de
dotaciones ni de retribuciones, ni de otros gastos de personal al servicio del sector pÃºblicoâ€• [16]
. Si se decide cumplir a rajatabla este mandato, los policÃas y el personal administrativo se
verÃ¡n desbordados al intentar descubrir y sancionar las innumerables infracciones previstas en
la ley y Ã©sta terminarÃ¡ siendo un tigre de papel. Incluso si el gobierno se propusiera sortear
este obstÃ¡culo con tecnologÃas telemÃ¡ticas de vigilancia y con la colaboraciÃ³n de agentes de
seguridad privada, los expedientes administrativos acabarÃan acumulÃ¡ndose sin llegar a ser
resueltos todos ellos. Tal cosa reforzarÃa, eso sÃ, la arbitrariedad de la acciÃ³n administrativa
sancionadora, pues estÃ¡ claro que al menos algunos expedientes sÃ acabarÃan en la
imposiciÃ³n de una sanciÃ³n [17].

La conclusiÃ³n fundamental una vez expuestas las novedades mÃ¡s relevantes contempladas en
la ley orgÃ¡nica para la protecciÃ³n de la seguridad ciudadana es que Ã©sta no es una ley para
proporcionar seguridad a los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos fundamentales, tal y
como afirma con toda pompa su preÃ¡mbulo, sino para crearles una nueva fuente de inseguridad,
esta vez polÃtico-administrativa, que se suma a la inseguridad socioeconÃ³mica vinculada a las
polÃticas neoliberales. El talante neoliberal en lo econÃ³mico del gobierno actual se complementa
asÃ muy bien con el neoconservadurismo de muchos de sus ministros (en rigor: autoritarismo con
un lenguaje en parte nuevo). Â¡Dios nos asista en las prÃ³ximas elecciones generales!

Â 

Notas

[1] En Alemania, el internamiento puede prolongarse por espacio de dieciocho meses.

[2] Al respecto aÃºn resulta Ãºtil consultar la informaciÃ³n contenida en Portilla Contreras, G., 
El Derecho Penal entre el cosmopolitismo universalista y el relativismo posmodernista, Tirant lo
Blanch, Valencia, 2007, capÃtulo 2.



[3] Si bien no se debe olvidar que la recepciÃ³n de estos mismos principios en la legislaciÃ³n
penal promovida por el actual gobierno se halla muy debilitada, como se pudo comprobar al
analizar en otra ocasiÃ³n la reforma del CÃ³digo Penal en virtud de las leyes orgÃ¡nicas 1/ y 2/
2015 (vÃ©anse nÃºmeros 134 y 135 de esta misma revista).

[4] Respetando, obviamente, la declaraciÃ³n parcial de inconstitucionalidad de esta ley contenida
en la sentencia del TC 341/1993.

[5] La nueva ley, eso sÃ, establece un plazo mÃ¡ximo de seis horas a esta ‘retenciÃ³n’,
inexistente en la anterior ley. A simple vista, parece poco verosÃmil que la policÃa pueda llegar a
tardar tanto en identificar a una persona (o a la conclusiÃ³n de que esta, por el momento, es de
imposible identificaciÃ³n). La nueva ley tambiÃ©n regula los registros corporales externos en
contra de la voluntad del registrado, regulaciÃ³n ausente en la vieja ley, si bien en este terreno se
limita a recoger los criterios jurisprudenciales al respecto. Regula tambiÃ©n, antes de llegar al
listado de infracciones y sanciones, la suspensiÃ³n o prohibiciÃ³n de â€œespectÃ¡culos y
actividades recreativasâ€•. En cuanto a este asunto, aÃ±ade a la vieja ley la siguiente acotaciÃ³n
(la cual, de todos modos se podÃa inferir de ella): â€œEn particular, [las autoridades
gubernativas] podrÃ¡n prohibir y, en caso de estar celebrÃ¡ndose, suspender los espectÃ¡culos y
actividades recreativas cuando exista un peligro cierto para personas y bienes, o acaecieran o se
previeran graves alteraciones de la seguridad ciudadanaâ€•. Texto que, naturalmente, sirve tanto
para un roto como para un descosido. La nueva ley, eso sÃ, establece un plazo mÃ¡ximo de seis
horas a esta ‘retenciÃ³n’, inexistente en la anterior ley. A simple vista, parece poco verosÃmil que
la policÃa pueda llegar a tardar tanto en identificar a una persona (o a la conclusiÃ³n de que esta,
por el momento, es de imposible identificaciÃ³n). La nueva ley tambiÃ©n regula los registros
corporales externos en contra de la voluntad del registrado, regulaciÃ³n ausente en la vieja ley, si
bien en este terreno se limita a recoger los criterios jurisprudenciales al respecto. Regula
tambiÃ©n, antes de llegar al listado de infracciones y sanciones, la suspensiÃ³n o prohibiciÃ³n de
â€œespectÃ¡culos y actividades recreativasâ€•. En cuanto a este asunto, aÃ±ade a la vieja ley la
siguiente acotaciÃ³n (la cual, de todos modos se podÃa inferir de ella): â€œEn particular, [las
autoridades gubernativas] podrÃ¡n prohibir y, en caso de estar celebrÃ¡ndose, suspender los
espectÃ¡culos y actividades recreativas cuando exista un peligro cierto para personas y bienes, o
acaecieran o se previeran graves alteraciones de la seguridad ciudadanaâ€•. Texto que,
naturalmente, sirve tanto para un roto como para un descosido. Â 

[6] Se incluyen sÃ³lo aquellas que, a juicio del autor de estas lÃneas, podrÃan afectar mÃ¡s
intensamente a los derechos de los ciudadanos o encuentran una menor justificaciÃ³n
constitucional.

[7] Â¡Mucho cuidado con esto, alcaldes de CÃ¡diz y Barcelona!

[8] Â¡Ojo con los encadenamientos, sentadas, etc. como forma de protesta laboral!

[9] Â¿SerÃ¡ utilizado este precepto por el gobierno para sancionar a personas que graben
posibles abusos policiales con sus mÃ³viles, cuando estas personas no sean periodistas?



[10] Â¡Cuidado con mirar mal o encararse o insultar moderadamente a un agente del orden
cabreado por su estrÃ©s laboral y sus bajos salarios en el calor de una manifestaciÃ³n!

[11] Esto es, no realizada ante menores. QuizÃ¡s al ministro promotor de la ley le hubiera
gustado el restablecimiento del delito preconstitucional de exhibiciÃ³n obscena, eliminado en la
reforma del CÃ³digo Penal de 1988, pero ha tenido que conformarse con una sanciÃ³n
administrativa.

[12] Esta infracciÃ³n administrativa complementa la legislaciÃ³n penal anti-ocupaciÃ³n de
inmuebles oficiales, fabriles o comerciales reformulada en sentido agravatorio por la ley orgÃ¡nica
1/ 2015.

[13] Encima que para obtener un documento que permite al estado controlarnos hemos de pagar
una tasa, resulta ser que si lo perdemos y no avisamos de su pÃ©rdida a la autoridad nos multan!

[14] Aviso a desmemoriados, despistados o gente desordenada. EstÃ¡ claro que el ministro deja
bien claro que lo mÃ¡s importante para Ã©l es que llevemos en todo momento el DNI a cuestas.

[15] La cuantÃa mÃ¡xima de las multas se eleva a 600.000 euros y la mÃnima se queda en 100
euros (pero el antiguo tope mÃ¡ximo de las multas por infracciones leves fijado en 300 euros se
eleva a 600 euros).

[16] Â¿Oculta esta especificaciÃ³n en apariencia innecesaria por obvia â€“ â€œal servicio del
sector pÃºblicoâ€•- una conexiÃ³n con los fenÃ³menos de privatizaciÃ³n de la seguridad?

[17] Sobre la arbitrariedad en el derecho administrativo sancionador son inestimables â€“e
hilarantes- las reflexiones de Alejandro Nieto vertidas en el primer capÃtulo de su Derecho 
Administrativo Sancionador, Tecnos, Madrid, 5Âª ediciÃ³n, 2012.


